El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 
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Acción de Tutela  – Declara nulidad de lo actuado desde la sentencia
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66001-31-03-001-2017-00032-01
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JENNY CAROLINA GIRALDO VELÁSQUEZ
Demandado:

SALUD TOTAL SA
Magistrado Ponente: 
CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS 
Temas: 


NULIDAD POR FALTA DE COMPETENCIA FUNCIONAL. “[C]omo el Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira carecía de competencia funcional para conocer de la acción, se configuró la nulidad prevista por la disposición arriba citada. En consecuencia, se invalidará la sentencia que ese despacho profirió en este asunto, de acuerdo con el artículo 138 del Código General del Proceso, y se ordenará remitir el expediente a la oficina de Administración Judicial de la ciudad para que proceda a repartir esta acción entre los juzgados municipales. (…) Es necesario precisar que esta Sala no desconoce el contenido del auto 124 de 2009 de la Corte Constitucional, que impuso como obligación a los funcionarios judiciales avocar el conocimiento de esta clase de acciones y les impide declararse incompetentes cuando de aplicar las reglas de reparto se trata; sin embargo, comparte el criterio de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia en relación con la competencia que deben tener los jueces para conocer de las acciones de tutela, el que aún se mantiene.”.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL
SALA UNITARIA CIVIL FAMILIA

Magistrada: Claudia María Arcila Ríos

Pereira, mayo quince (15) de dos mil diecisiete (2017)


Expediente No. 66001-31-03-001-2017-00032-01
1. Sería del caso decidir la impugnación que propuso el Gerente de Salud Total SA sucursal Pereira, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Primero Civil del Circuito local, el 4 de abril último, en la acción de tutela que promovió la señora Jenny Carolina Giraldo Velásquez contra la entidad impugnante y la Superintendencia Nacional de Salud, pero se ha configurado una nulidad que es del caso declarar.

2. La acción correspondió al citado juzgado que la admitió, por auto del pasado 22 de marzo, únicamente contra la citada EPS. A la instancia se puso término con la sentencia referida, en la que se concedió el amparo reclamado y se ordenó a la citada entidad garantizar los servicios médicos requeridos por su afiliada. 

3. Revisada la actuación se evidencia que en el curso de la primera instancia se incurrió en la causal de nulidad prevista por el numeral 1º del artículo 133 del Código General del Proceso, toda vez que el juzgado no tenía competencia funcional para decidir la acción constitucional. 

4. En efecto, la competencia para conocer del asunto la tiene un juzgado municipal, de conformidad con el inciso 3º numeral 1° artículo 1° del Decreto 1382 de 2000, según el cual a esos funcionarios les serán repartidas, para su conocimiento en primera instancia, las acciones de tutela que se interpongan contra cualquier autoridad pública del orden municipal o frente a particulares, categoría esta última de la que participa la empresa promotora de salud demandada.

5. Y aunque la demanda se dirigió también contra la Superintendencia Nacional de Salud, circunstancia que radicaría la competencia en el juzgado de primera sede que tiene categoría de circuito
, en este caso concreto no puede serlo porque en el escrito por medio del cual se promovió la acción no se relató hecho alguno del que pueda inferirse que por acción u omisión, lesionó derecho fundamental del que la demandante sea titular; tampoco pretensión alguna se elevó frente a esa entidad.

6. Por lo tanto, como el Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira carecía de competencia funcional para conocer de la acción, se configuró la nulidad prevista por la disposición arriba citada. En consecuencia, se invalidará la sentencia que ese despacho profirió en este asunto, de acuerdo con el artículo 138 del Código General del Proceso, y se ordenará remitir el expediente a la oficina de Administración Judicial de la ciudad para que proceda a repartir esta acción entre los juzgados municipales. 
7. Lo anterior, siguiendo de cerca la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia que en un caso en que se presentó similar situación a la aquí descrita, expresó:

“Sin embargo, revisado el escrito contentivo de la demanda, se observa que la promotora también lo dirigió frente al Ministerio de Educación Nacional, pese a que de los hechos descritos y las pruebas aportadas se colige que el supuesto desconocimiento de las prerrogativas invocadas tendría su fuente, únicamente, en la conducta y omisión de la aludida institución de educación superior…

Entonces, es innegable que se presentó la vinculación aparente de dicha Entidad, situación sobre la que esta Sala ha señalado que «no puede asumirse que por el simple hecho de accionar en contra de los nombrados, se torna competente un determinado funcionario, pues en cuanto no se les atribuya hecho u omisión que soporte su vinculación a ese trámite, ni se precise de modo claro y directo cómo ellos se encuentran comprometidos con el hecho endilgado, es infundada su convocatoria». (CSJ Autos 24 Jul. 2007, Exp. 00156-01 y 17 Ago. 2011, Exp. 2011-00430-01.)

2. Ahora teniendo en cuenta que la Fundación Universitaria de Ciencias de la Salud, es de carácter privado y de educación superior, se hace necesario dar aplicación al inciso 3° del numeral 1° del artículo 1° del Decreto 1382 de 2000… según el cual a los jueces municipales les serán repartidas para su conocimiento en primera instancia las acciones de tutela que se interpongan contra cualquier autoridad pública del orden distrital o municipal y contra particulares. De esta manera es claro que la Sala Civil del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá no era competente para decidir en primera instancia la acción de tutela en mención, ni la Corte lo es para resolver su impugnación.
…

 
3. Luego, en tales condiciones, se configura la nulidad por falta de competencia prevista en el numeral 1 del artículo 133 del Código General del Proceso vigente desde el 1º de enero de 2016, la cual, por ser funcional, de conformidad con el 138 ídem, implica que «(…) lo actuado conservará su validez y el proceso se enviará de inmediato al juez competente; pero si se hubiere dictado sentencia, esta se invalidará»... 

Así las cosas, y en cumplimiento del inciso final de la segunda disposición, que ordena que «[e]l auto que declare una nulidad indicará la actuación que debe renovarse», la Sala precisa que únicamente dejará sin efecto el fallo proferido por el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá el 23 de noviembre de 2016, por lo que el funcionario que conforme a la ley se estima habilitado para ese fin deberá dictar uno nuevo que defina la primera instancia.

4. En cuanto a la potestad para decretar nulidades, esta Corporación señaló que: 

«(…) hace suya la preocupación de la Honorable Corte Constitucional… sobre la imperiosa necesidad de evitar la dilación en el trámite de las acciones de tutela para garantizar su finalidad, eficiencia y eficacia, esto es, la protección efectiva e inmediata de los derechos fundamentales… Empero, no comparte su posición respecto a que los jueces ‘no están facultados para declararse incompetentes o para decretar nulidades por falta de competencia con base en la aplicación o interpretación de las reglas de reparto del decreto 1382 de 2000’ el cual ‘…en manera alguna puede servir de fundamento para que los jueces o corporaciones que ejercen jurisdicción constitucional se declaren incompetentes para conocer de una acción de tutela, puesto que las reglas en él contenidas son meramente de reparto’… En efecto, el Decreto 1382 de 2000, reglamenta el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 relativo a la competencia para conocer de la acción de tutela y, por supuesto, establece las reglas de reparto entre los jueces competentes. Pero también, dispone directrices concretas para el conocimiento;…Por otra parte, aunque el trámite del amparo se rige por los principios de informalidad, sumariedad y celeridad, la competencia del juez está indisociablemente referida al derecho fundamental del debido proceso…, el acceso al juez natural y la administración de justicia» (CSJ ATC, 13 may. 2009, rad. 00083-01, ratificado en ATC1194 3 mar. 2016, rad. 00014-01 y, ATC3603-2016, 9 jun. rad. 00045-01).

5. Ahora, frente a la orden que acá se impartirá, se recuerda una vez más lo que sobre el punto ha dicho la Corte:

«(…) no cabe en absoluto declarar conflicto de competencia afirmativa ni negativa de un juez de inferior categoría al superior, pues la historia jurídica ha patentizado desde épocas remotas (Ley 105 de 1931) que la organización judicial en forma de cuerpo piramidal deviene del concepto de jerarquía tan básico para una recta administración de justicia, pues de lo contrario se llegaría a la anarquía y perdería el concepto de autoridad fijado en la misma ley.
…


6. Las razones expuestas imponen declarar la nulidad del fallo dictado en primer grado y ordenar el envío del expediente a la Oficina de Reparto Judicial de Bogotá, para que sea asignado entre los juzgados civiles municipales de esa ciudad, a efecto de que le den el trámite respectivo.”
 
8. Es necesario precisar que esta Sala no desconoce el contenido del auto 124 de 2009 de la Corte Constitucional, que impuso como obligación a los funcionarios judiciales avocar el conocimiento de esta clase de acciones y les impide declararse incompetentes cuando de aplicar las reglas de reparto se trata; sin embargo, comparte el criterio de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia en relación con la competencia que deben tener los jueces para conocer de las acciones de tutela, el que aún se mantiene
. 

Además, por mandato del artículo 230 de la Constitución Política, los jueces están sometidos al imperio de la ley y por ende, no está la Sala obligada por ningún precepto jurídico a acoger, sin posibilidad de crítica ni discernimiento, el criterio plasmado por la Corte Constitucional en el último auto citado, del que respetuosamente se aparta, con fundamento en las providencias de la Corte Suprema de Justicia citadas, que encuentran sustento en la normatividad jurídica.
En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira,

R E S U E L V E 

PRIMERO: Declarar la nulidad de lo actuado en esta acción de tutela instaurada por la señora Jenny Carolina Giraldo Velásquez contra Salud Total SA EPS, desde la sentencia proferida. 

SEGUNDO: Por la secretaría, remítase el expediente a la Oficina de Administración Judicial para que sea repartido entre los jueces municipales de Pereira.
TERCERO: Infórmese de esta decisión al Juzgado Primero Civil del Circuito de esta ciudad.
CUARTO: Entérese a las partes de la presente decisión por el medio más eficaz.

Notifíquese y cúmplase,  

La Magistrada,




        CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

� Artículo 1°, numeral 1°, inciso 2° del Decreto 1382 de 2000


� Sala de Casación Civil, MP. Luis Alonso Rico Puerta, auto de tutela ATC188-2017 de 20 de enero de 2017. Radicación No. 11001-22-03-000-2016-02497-01


� Ver por ejemplo autos del 30 de abril de 2010, MP. Arturo Solarte Rodríguez; del 5 de julio de 2011, MP. Fernando Giraldo Gutiérrez; del 8 de febrero de 2013, MP. Arturo Solarte Rodríguez; del 19 de agosto de 2014 y del 26 de febrero de 2016, MP. Margarita Cabello Blanco.










